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ACCIONANTE: JAIR GARZÓN OSORIO
CONFIRMA PARCIALMENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / NOTIFICACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS / OMITIRLA O HACERLA EN INDEBIDA FORMA VULNERA EL CITADO DERECHO FUNDAMENTAL / CASO: UGPP.
En relación con la vulneración del derecho fundamental al debido proceso por indebida notificación, el órgano de cierre expresó en sentencia T-081/09 lo siguiente:
“…Al respecto ha dicho esta Corporación que “el principio de publicidad de las decisiones judiciales hace parte del núcleo esencial del derecho fundamental al debido proceso, como quiera que todas las personas tienen derecho a ser informadas de la existencia de procesos o actuaciones que modifican, crean o extinguen sus derechos y obligaciones jurídicas. De hecho, sólo si se conocen las decisiones judiciales se puede ejercer el derecho de defensa… controvertir pruebas que se alleguen en su contra,… aportar pruebas para su defensa… impugnar la sentencia condenatoria y…no ser juzgado dos veces por el mismo hecho”…
De acuerdo con el anterior criterio jurisprudencial, en aquellos asuntos de carácter judicial o administrativo donde se omita llevar a cabo la notificación de una actuación, claramente se puede ver afectado el derecho fundamental al debido proceso, por cuanto se le impide a la contraparte la posibilidad de controvertir una decisión.

No obstante, en el presente caso no se puede endilgar a la UGPP ningún tipo de violación a esa garantía fundamental, toda vez que contrario a lo manifestado por el señor JAIR GARZÓN OSORIO, la entidad si llevó a cabo la notificación de la Resolución No RDO-2019-02141…
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintinueve (29) de enero de dos mil veinte (2020)
Acta de Aprobación No. 050
                                            Hora: 3:10 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado judicial del señor JAIR GARZÓN OSORIO contra el fallo proferido por el Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela instaurada contra la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL -en adelante UGPP-.

2.- DEMANDA 

Lo narrado en el escrito de tutela por el apoderado del accionante se puede concretar así: (i) mediante resolución RDO 2019-02141 de julio 17 de 2019 la entidad accionada profiere liquidación oficial por inexactitud en las autoliquidaciones y pagos al Sistema de Seguridad Social Integral, y se sanciona por inexactitud; (ii) el acto administrativo no fue notificado en debida forma, y el señor JAIR GARZÓN se enteró del mismo solo hasta diciembre 05 de 2019; (iii) la resolución disponía que tenía dos meses para interponer el recurso de reconsideración, sin embargo, no pudo hacer uso de dicho recurso, pero además caducó la acción administrativa; y (iv) la anterior situación le vulneró el derecho a la contradicción, motivo por el cual acude a la acción de tutela para prevenir un perjuicio grave e irremediable.
Pide la protección del derecho fundamental al debido proceso administrativo, y como consecuencia de lo anterior se ordene a la UGPP le otorgue un término de dos meses con el fin de interponer el respectivo recurso de reconsideración.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la acción de tutela contra la UGPP, el juzgado dispuso correr traslado a la entidad. En tiempo oportuno únicamente se pronunció la UGPP:
La UGPP por intermedio de apoderado judicial solicitó se declare improcedente la acción de tutela y argumentó que la entidad emitió liquidación oficial No RDO-2019-02141 de julio 17 de 2019, la cual fue notificada en julio 18 de 2018 a la cuenta districampolavirginia@gmail.com. Por tanto, dicha notificación se efectuó a la dirección electrónica autorizada por el accionante. 

La entidad no ha vulnerado derecho fundamental alguno, y la notificación de la resolución se hizo en debida forma, y ante esa circunstancia la acción de tutela no puede justificar la falta de diligencia de los contribuyentes para interponer oportunamente las acciones ordinarias o utilizar los términos procesales conferidos.  
3.2.- Vencido el plazo constitucional, el a quo mediante sentencia de diciembre 27 de 2019 denegó la tutela ante la existencia de otro mecanismo de defensa judicial; además, porque no se vislumbra la necesidad de que el juez de tutela adopte medidas urgentes para evitar un perjuicio irremediable.
Para tomar la anterior determinación igualmente señaló que la notificación que llevó a cabo la entidad accionada vía correo electrónico es totalmente valida, máxime cuando aportó el acuse de recibo, por tanto, no se violó el derecho de contradicción.

4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno el apoderado judicial del accionante se mostró inconforme con la decisión de primera instancia y argumentó que la Resolución No RDO 2019-02141 de julio 17 de 2019 no fue notificada en debida forma, y el señor JAIR GARZÓN OSORIO solo se enteró de la decisión de la UGPP solo hasta diciembre 05 de 2019.

La anterior situación, asegura, impidió que se interpusiera el recurso de reconsideración contra el acto administrativo, e igualmente hizo que caducara el derecho de acudir a una demanda contenciosa administrativa, es decir, que a la fecha no cuenta con la posibilidad de acudir a la judicatura, y con la acción de tutela busca la protección al debido proceso, y como consecuencia de ello se ordene a la UGPP que otorgue el término de dos meses al señor JAIR GARZÓN OSORIO para interponer el respectivo recurso. 

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91, y 1º del Decreto 1382/00 modificado por los Decretos 2591/91 y 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto de lo decidido en la sentencia impugnada, en cuanto denegó la acción de tutela. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola, aclarándola, o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La Constitución Política de Colombia en su artículo 86 consagró la acción de tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando estos resulten vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la condicionó a que sólo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

Como se aprecia, en uso de esa facultad constitucional el señor JAIR GARZÓN por intermedio de apoderado judicial acudió ante el juez de tutela a efectos de que mediara en una situación en la cual consideró se afectó su derecho fundamental al debido proceso y no se le permitió ejercer en debida forma su derecho de defensa, apreciación que luego del correspondiente estudio no fue compartida por el funcionario de primera instancia quien en su providencia decidió negar por improcedente la acción impetrada habida consideración a que se contaba con otro medio judicial.

El demandante no estuvo de acuerdo con esa determinación y presentó un escrito por medio del cual solicita se revoque la decisión con fundamento en que la entidad accionada sí le vulneró el derecho al debido proceso, toda vez que la UGPP no le notificó en forma debida la Resolución No RDO 2019-02141, por tanto, le venció el término para interponer el recurso de reconsideración, y le caducó el término para demandar administrativamente.
En relación con la vulneración del derecho fundamental al debido proceso por indebida notificación, el órgano de cierre expresó en sentencia T-081/09 lo siguiente:

“[…] (i) Finalidad de la figura procesal de la notificación y su relación con la anulación de las actuaciones procesales
 
El artículo 29 de la Constitución Política consagró el derecho fundamental al debido proceso y determinó que éste:
 
[…]
 
El derecho al debido proceso contiene de este modo, entre otros el derecho a la defensa, que implica la facultad de ser escuchado en un proceso en el cual se está definiendo la suerte de una controversia, pedir, aportar y controvertir pruebas, formular alegaciones e impugnar las decisiones. El debido proceso, como ya lo ha establecido esta Corporación, “no es solamente poner en movimiento mecánico las reglas de procedimiento y así lo insinuó Ihering. Con este método se estaría dentro del proceso legal pero lo protegible mediante tutela es más que eso, es el proceso justo, para lo cual hay que respetar los principios procesales de publicidad, inmediatez, libre apreciación de la prueba, y, lo más importante: el derecho mismo”.
 
El derecho a la defensa debe estar garantizado en todo el proceso, y su primera garantía se encuentra en el derecho de toda persona al conocimiento de la iniciación de un proceso en su contra en virtud del principio de publicidad.
 
Al respecto ha dicho esta Corporación que “el principio de publicidad de las decisiones judiciales hace parte del núcleo esencial del derecho fundamental al debido proceso, como quiera que todas las personas tienen derecho a ser informadas de la existencia de procesos o actuaciones que modifican, crean o extinguen sus derechos y obligaciones jurídicas. De hecho, sólo si se conocen las decisiones judiciales se puede ejercer el derecho de defensa… controvertir pruebas que se alleguen en su contra,… aportar pruebas para su defensa… impugnar la sentencia condenatoria y…no ser juzgado dos veces por el mismo hecho” 

 
Es así parte esencial del derecho al debido proceso la facultad de ser oído, ya que en caso contrario, es decir, en caso de desarrollo de una litis en el que a una de las partes no se le brindó la posibilidad de defenderse “sería la forma más radical de vulneración del derecho fundamental al debido proceso y de defensa”.
 
La notificación es un acto procesal que pretende garantizar el conocimiento acerca de la iniciación de un proceso y en general de todas las providencias que se dictan en él, de forma que se amparen los principios de publicidad y de contradicción. Con ello se busca precisamente darles a conocer a las partes e intervinientes el contenido de lo decidido y concederles de este modo la posibilidad de defender sus derechos […]” -negrillas fuera de texto-
De acuerdo con el anterior criterio jurisprudencial, en aquellos asuntos de carácter judicial o administrativo donde se omita llevar a cabo la notificación de una actuación, claramente se puede ver afectado el derecho fundamental al debido proceso, por cuanto se le impide a la contraparte la posibilidad de controvertir una decisión.
No obstante, en el presente caso no se puede endilgar a la UGPP ningún tipo de violación a esa garantía fundamental, toda vez que contrario a lo manifestado por el señor JAIR GARZÓN OSORIO, la entidad si llevó a cabo la notificación de la Resolución No RDO-2019-02141 “Por medio de la cual se profiere liquidación oficial por inexactitud en las autoliquidaciones y pagos al Sistema de Seguridad Social Integral –SSSI- y se sanciona por inexactitud”. 
La referida resolución se expidió en julio 17 de 2019, y la UGPP en julio 18 procedió a la notificación de la misma por medio del correo electrónico que autorizó el accionante -districampolavirginia@gmail.com-, lo cual se puede corroborar con el pantallazo que aportó la entidad del servicio “CERTIMAIL”, del cual se desprende que efectivamente la notificación se envió en esa fecha
.
Sobre las notificaciones por correo electrónico la Corte Constitucional en sentencia C-035 de 2014, señaló:

“La Corporación ha considerado válida la notificación por correo postal y correo electrónico, indicando que el Legislador bien puede adaptar las normas procedimentales a los avances de la tecnología y al constante desarrollo de nuevas formas de comunicación. Sin embargo, a partir de las sentencias en las que se ha considerado contrario a la Carta el conteo de términos a partir de la introducción del documento en el servicio postal, la Sala Plena ha enfatizado en que esa validez no deviene exclusivamente de la potestad de configuración del derecho, sino de la verificación de la idoneidad y eficacia del correo, como medio para transmitir esa información”.
En ese orden de ideas, no se puede aceptar el argumento del actor cuando manifiesta que existe una “indebida notificación” y que esa omisión de la entidad le causó un perjuicio irremediable, pues contrario a esa afirmación, se puede observar que la actuación de la UGPP se ajustó a los parámetros legales y constitucionales.
Ahora, aunque el juez de primer nivel hizo un juicioso análisis en la sentencia en cuanto a la validez de las notificaciones por medio electrónico, debe decirse que fue errada la conclusión a la que llegó; es decir, denegar la acción de tutela ante la existencia de otro medio de defensa judicial, como quiera que el actor en realidad no puede acudir a la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, por cuanto ya operó el término de caducidad de cuatro meses -artículo 138 y 164 ley 1437/11- para que iniciara válidamente el proceso y ejerciera la acción ante la jurisdicción contenciosa. Lo anterior, por cuanto han transcurrido más de cinco meses desde la fecha en que la UGPP se pronunció y notificó el acto administrativo en debida forma.

Corolario de lo expuesto, se confirmará parcialmente la determinación adoptada por el juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), y en su lugar se modificará la decisión en el sentido de NEGAR el amparo por no afectación del derecho fundamental al debido proceso.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la determinación adoptada por el juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), y en su lugar se MODIFICA la decisión a efectos de declarar que SE NIEGA el amparo solicitado ante la no afectación del derecho fundamental al debido proceso.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� Folio 25 Vto.
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